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J LJAN CARLOS R.

LI I'rl"~;dt"nll' ,kl (,o¡',n[\(\

fELlPE (;{):"¡ \I.!J \1.·\IH.)lIL/

A lodos los que la prescnle vieren y enlendieren.
Sabed: Que las Canes Generales h<:ln aprobado y Yo vengo en

sancionar la siguiente L<:y:

Ardcuio primero

L El Gobierno anticipará, con cargo al Tesoro, la cantidad necesa­
ria para alcanzar la suma de 5.416.000.000 de pesetas, importe de la
indemnización global reconocida por el gobierno de la República de
Cuba en favor del Reino de España, en virtud del Convenio y Acta
aneja, firmado en La Habana el 16 de noviembre de 1986.

2. Con este fin en los Presupuestos Generales del Estado se
consignarán los créditos necesarios para el pago a los beneficiarios, hasta
cubrir el importe global.

3. Las cantidades que en cumplimiento del Convenio con la
República de Cuba se ingresen en las cuentas abiertas en el Banco de
España se aplicarán a los Presupuestos del Estado, e irán amortizando
las indemnizaciones anticipadas por el Tesoro.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

lIT 19/1(!l/(), de 17 di' diciclI/bre, por la ijue se didall
l/iJO!las {iam el CUlllplillliclI/O ullliápado del ('olll'el1io
('11I1"1' el lú'úlo de /:·sfI(.¡¡)a l' /1.1 R('fJlihf¡C(l de Cuhald're
IIldclllill::u¡"/(j¡¡ por los hi('IJ(;s de cspil/)olcs ufl.'clados {Jor la.l·
1.I'.\'es. di'{1Uli(/o/lcs 1" /l/edidas dicladus por el (iohierllo de
lu Rc!nihliciI di' (·¡¡ha. a panir de 1 de eflcm de 1959.

30521

Segunda.-Quienes no sean españoles a la entrada en vigo~ de ~s~
Ley, y lo serían por aplicación de los artículos 17 ó 19 del Código OVil,
podrán optar por la nacionalidad española de origen en el plazo de dos
años a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, y en las demás
condiciones previstas en los artículos 20 y 23 de dicho Código

Tercera.-Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originaria­
mente español y nacido en España podrán optar por la nacionalidad
española en el plazo de tres años, a contar desde la entrada en vigor de
esta Ley. Para el ejercicio de este derecho será necesario .que el
mleresado resida legalmente en España en el momento de la opción. No
obstante. este requisito podrá ser dispensado en los términos previstos
en el articulo 16. 1. a). del Código Civil para la recuperación de la
nacionalidad.

Por 1<:1nl0.
Mando a todos los espanoles. particulares y autoridades. que guarden

y hagan guardar esta Ley.

Madrid. 17 dc diciembre dc 1990.

El Gohiern') de España concluyó con el de Cuba. el !6 de noviembre
de 19R6. un COll\'cniu quc vino a poner término (l_ un largo proceso
negociador sobre (~lnd':l1llliz¡¡ción por los bienes de espanolcs afectados
por las Leyes. disposiciones y mcdidas dictadas por el Gobierno de la
República dc Cuba a partir del I de enero de 1959».

,J,..as Cortes Generales concedieron autorización para la ratificación
. dcL-Convenio. que. una vez realizadas las comunicaciones corr~spon­

dientes entre los Gobiernos de España y Cuba, entró en vigor el 26 de
marzo de 1988.

Es constante preocupación del Gobierno lograr Que los espanoles
perjudicados por los actos referidos obtengan ia reparación de los daños
sufridos. en la mayor medida y con la menor demora que sea posible.
con equidad en el reparto del montante que se obtendrá en un plazo de
quince años de la República de Cuba. Con este fin, mediante esta Ley,
se dispone el anticipo, con cargo al Tesoro, de las cantidades necesarias
para que los españoles afectados por las citadas Leyes, disposiciones y
medidas puedan percibir las indemnizaciones que se les atribuyan, tan
pronto como sea posible, sin necesidad de esperar el abono total, por
parte del Gobierno cubano. de la indemnización que éste se ha obligado
a pagar en el plazo establecido en el Convenio. Con el mismo objeto. se
dispone la constitución de una Comisión Interministerial y se establece
el procedimento a seguir y los criterios en que aquélla ha de basarse para
realizar la distribución de la indemnización global convenida.

DISPOSICION ADICIONAL

El artículo 35 de la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862
quedará redactado en los siguientes términos:

«~.lvo que otra cosa dispongan los Convenios Internacionales, las
ComiSIOnes rogatorias extrajudiciales, de carácter civil o mercantil, que
tenga,n por objeto la notificación o entrega de documentos, podrán
pracllcarse notarialmente en los términos que reglamentariamente se
establezcan.))

ArtIculo 23

Son requisitos comunes para la validez de la adquisiciñn de la
nacionalidad española por opción, carta de naturaleza o residencia:

a) Que el mayor de catorce ai10s, y capaz para prestar una
declaración por sí, jure o prometa fidelidad al Rey y obediencia a la
Constitución y a las Leyes.

b) Que la misma persona declare que renuncia a su anterior
nacionalidad. Quedan a salvo de este requisito los naturales de países
mencionados en el apartado 2 del articulo 24.

e) Que la adquisición se Inscriba en el Registro Civil cspanol.

ArtIculo 24

l. Pierden la nacionalidad espanola los emancipados que. resi­
diendo habitualmente en el extranjero. adquieran voluntariamente otra
nacionalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad extranjera que
tuvieran atribuida antes de la emancipación.

1. La pérdida se producirá una vez que transcurran tres años a
contar, respectivamente. desde la adquisición de la nacionalidad extran­
Je"a o desde la emancipación.
. La adquisición de la nacionalidad dc países iberoamericanos, Ando­
rr~l, Filipinas, Guinea Ecuatorial o PortugaL no es bastante para
producir. conforme a este apartado. la perdida de la nacionalidad
española de origen.

3. En todo caso. pierden la nacionalidad espanola los espaii.oles
emancipados que renuncien expresamente a ella, si tienen otra naciona­
lid:~d y residen habltll<llnh'111e el1 el eXlranjero.

.:.l. No se pierde 1<.;. n;lcl<.)Il;¡lidaJ española. en virtud de lo dispuesto
en este prccep!o, SI España se hallare en gucrra.

Ar({culo 25

1. Los españoles que no lo sean de origen perderán la nacionalidad:

a) Cuando por sentencia firme fueren condenados a su perdida.
conforme a lo establecido en las leyes penales.

b) Cuando entren voluntariamente al servicio de las armas o
ejazan cargo político en un Estado extranjero contra la prohibición
expresa del Gobierno.

1. La sentencia firme que declare que el interesado ha incurrido en
falsedad. ocultación o fraude cn la adquisición de la nacionalidad
español;:¡. produce la nulidad de tal adquisición. si bien no se derivaran
de ella efectos perjudiciales par~ tcrceros de buena fe. La acción de
nulidad deberá ejerci.arse por ~I Minist.:rio Fiscal de oficio o en virtud
de denuncia. uentro del plazo de t¡uÍJ,ce años.

Art/l:ulo 26

1. El español que haya perdido .:sta condición podrá recuperarla
cumpliendo con los requisitos siguientes:

a) Ser residente legal en Espana.

Cuando se trate de emigrantes o hijos de emigrantes, este requisito
¡'lodra s~r dispensado por el Gohierno. En los de mas casos, la dispensa
sólo sera posible si concurren circunstancias especiales.

b) Declarar ante el encargado del Registro ("ivil su voluntad de
recuperar la nacionalidad espanola y su renuncia, salvo que se trate de
naturales de los países mencionados en el artículo 24, a la nacionalidad
anterior, y

c) Inscribir la recuperación en el Registro Civil.

2. No podrán recuperar la nacionalidad española. sin previa
habilitación concedida discrecionalmente por el Gobierno:

a) Los que se encuentren incursos en cualquiera de los supuestos
previstos en el artículo anterior.

~). Los que hayan perdido la nacionalidad sin haber cumplido el
serVICIO militar españolo la prestación social sustitutoria. No obstante,
la habilitación no será precisa cuando la declaración de recuperación se
formule por varón mayor de cincuenta años.))

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.-La adquisición o la pérdida de la nacionalidad española,
~onform.e .a.1~ legislaci?n ~nterior, mantie~en su efecto, aunque la causa
e adquISIClon o de perdIda no esté prevista en la ley actual.

Art(cuio segundo

l. Se crea una Comisión Interministerial Liquidadora, dependiente
del Ministerio de Economía y Hacienda, para la distribución global de
los 5.416 millones de pesetas a que se refiere el artículo primero.
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DlSPOSICION ADICIONAL

JUAN CARLOS R.

El Prcsidenle del Gobierno,
FELIPE GO~ZALEZ MARQUEZ

ArtICulo sexto

Las indemnizaciones percibidas con arreglo a lo dispuesto en esta
Ley quedarán exentas de toda clase de tributos,

I

publicación en el

i

'

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden'

y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 17 de diciembre de 1990.

..Jrf/cu!o oclal'o

Ante la Comisión de Asuntos Exteriores o de Economía y Hacienda,
dd Sen<ldo. según proceda. con periodicidad semestral, deberá compare'
cer un representante de la Comisión Intaministcrial constituida de
acuerdo con lo prevenido en el artículo 2.°, con el obJeto de informar
de la ejecución de las previsiones liquidadoras, ¡

Art{cu!o seplimo

Las personas naturales o jurídicas que se consideren con derecho al
pcrcibo de indemnizaciones, de acuerdo con los preceptos de esta Ley,
deberán presentar sus solicitudes o reclamaciones, acompañadas de los
medios de prueba correspondiente, dentro del plazo de seis meses,
contados a partir de la fecha de constitución de la Comisión Interminis­
terial Liquidadora. Terminado dicho plazo se considerará extinguido el
derecho a formular reclamaciones.

Quienes hubiesen presentado reclamaciones, con anterioridad a
dicho plazo, ante el Ministerio de Asuntos Exteriores o ante la Embajada
o Consulados de España en Cuba y reúnan las condiciones establecidas
en el articulo 4.° de esta Ley, deberán rehabilitar dichas reclamaciones
mediante nuevo escrito de reclamación o de referencia a la formulada
anteriormente -acompañando en este último caso el justificante de la
presentación de ésta- que habrán de presentar dentro del citado plazo
de seis meses, junto con las pruebas Que consideren pel1inentes, Quienes
lo hubiesen hecho ante cualquier otro Departamento, Representación u
Oficina deberán, en todo caso, presentar nueva reclamación, de acuerdo
con lo establecido en el párrafo primero de este artículo.

Los reda:n:mtes deberán manifestar que no han percibido del
Gobierno cubano ninguna cantidad por el concepto reclamado o
expresar. en su caso, las cantidades rec¡bidas, a efectos de su reducción
de la indemnización Que pueda corresponderles.

Con la salvedad establecida en cI artículo 5.°, 1, en tanto no se
aprueben las relaciones definitivas citadas en el artículo 3.°, 3, no se
procederá al pago de las indemnizaciones. El Gobierno podrá suspender
dicho pago, total o parcialmente, cuando la interposición de recursos,
administrativos o jurisdiccionales, pueda alterar sustancialmente, en el
supuesto de que fueran estimados, la distribución de la indemnización
global de 5.416 millones de pesetas. La suspensión no podrá.afectar al
abono de las pensiones que se recogen en cI artículo 5. L párrafo
primero.

De haber falJecido el pensionista antes de la entrada en ·'vigor de la
presente Ley, los derechos de sus herederos Quedarán limitados a los que
resulten del tratamiento general establecido en el apartado 2 de este
artículo.

2. La suma global restante, después de pagar -hasta el citado
máximo de quince anualidades- a los titulares de pensiones vivos el día
de ent~a":a en vigor de esta Ley, se distribuirá e.ntre los demás
beneficlanos o, en su caso. sus herederos, y los pensionistas que se
encuentren comprendidos en el supuesto del párrafo segundo del
apartado I de este artículo, en proporción a los derechos reconocidos
para cada uno por la Comisión sin Que el total de las indemnizaciones,
incluidas las correspondientes a pensiones, pueda en ningún caso
exceder a la cantidad de 5.416 millones de pesetas.

DlSPOSICION FINAL

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su
«BoleHn Oficial del Estado».

Se autoriza al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean
necesarias para el desarrollo y cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley,
así como para acordar la disolución de la Comisión Interministerial
Liquidadora creada por esta Ley, una vez haya cumplido su misión. '

Art{CII!O Cl/arLO

Tendrán la consideración de beneficiarios las personas naturales y
jurídicas de nacionalidad española cuyos bienes. derechos o intereses en
Cuba hayan sido lesionados económicamente por Leyes y disposiciones
de cualquier rango y medidas dictadas por el Gobierno de Cuba desde
el I de enero de 1959 hasta el 16 de noviembre dc 1986, ambas fechas
inclusive.

Quedan excluidos de los efectos de esta Ley los derechos representa­
dos por títulos al portador si el reclamante no acredita fehacientemente
haberlos adquirido antes del I de enero de 1959 o tenerlos depositados
en una institución bancaria cubana a su nombre.

Las personas naturales y jurídicas beneficiarias deberán haber
poseído la nacionalidad española, de manera continuada. desde la fecha
en que se promulgaron las Leyes y disposiciones o se tomaron las
medidas que justifiquen la reclamación hasta el 16 de noviembre de
1986, o hasta la fecha de fallecimiento de las personas naturales o
disolución de las personas juridicas, si estos hechos hubieran ocurrido
antes de la fecha últimamente citada.

Los derechos reconocidos en esta Lev serán transmisibles a los
herederos de los beneficiarios que acrediten debidamente su condición
de tales.

l. Se pagará a los titulares de pensiones que vivan el día de entrada
en vigor de la presente Ley el importe acumulado, sin intereses, de las
reconocidas por el Gobierno cubano con anterioridad al I de enero de
1959 y no percibidas, hasta un limite máximo de quince anualidades. La
Comisión aprobará, a la mayor brevedad posible, sin esperar a la
conclusión de las relaciones de beneficiarios y solicitantes mencionadas
en el artículo 3.°, la lista de titulares de las mencionadas pensiones y las
cantidades que deberán percibir, que les serán satisfechas a partir del día
siguiente a su publiea(:ión en el «Boletín Oficial del Estado».

En cuanto el eventual exceso de anualidades concurrirán con los
demás beneficiarios en la forma prevista en el apartado 2 de este
articulo, . ,

2. Presidirá la Comisión el Subsecretario del Ministerio de Econo-
mía y Hacienda, y la compondrán:

Un representante del Ministerio de Asuntos Exteriores.
Un representante del Ministerio de Justicia.
Un representante de la Secretaría de Estado de Hacienda.
Un representante de la Secretaría de Estado de Comercio.
Un representante del Ministerio para las Administraciones Públicas.
Un Secretario nombrado por el Presidente de la Comisión.

3. Dicha Comisión habrá de constituirse _antes de que transcurran
tres meses desde la colrda en vigor de la presente Ley.

4. La Comisión Intenninisterial actuará con sujeción a lo estable­
cido en esta Ley, en las disposiciones complementarias o desarrolladoras
que en su caso dicte el Gobierno, y en la Ley de Procedimiento
Administrativo. que se aplicará de modo supletono.

3. El proyecto provisional podrá ser objeto de reclamación según se
establezca reglamentariamente por inclusión o exclusión indebida o por
errónea determinación de la indemnización individualizada. Deberá, en
todo caso. aponarse la prueba Que justifique la reclamación.

La Comisión Interministerial resolverá las reclamaciones y aprobará
las relaciones definitivas a Que se refiere el apartado 2 de este artículo,
a cuyo efecto introducirá las modificaciones que procedan, cuenta tenida
de que la suma total de las indemnizaciones tiene el limite de 5.416
millones de pesetas.

1.0 Relación de beneficiarios y cantidad que corresponde a cada
uno.

2.° Relación de solicitantes excluidos y razón de la exclusión.

.-11't{CII!O tercero

l. Corresponde a la Comisión lnterministerial formular el proyecto
pro~-isional.de reparto de la indemnización global y. posteriormente,
deCIdir la distribución de dicha indemnización.

:!. Consideradas las solicitudes de indemnización. que deberán
acompañarse con los justificantes de la titularidad del derecho v de su
estimación económica referidas al tiempo en que se produjo la'lesión,
la Comisión Interministerial formulará un proyecto provisional de
distribución.

Este proyecto contendrá, al menos:

Art{cu!o quimo

La Comisión Interministerial fijará las indemnizaciones ateniéndose
a los siguientes criterios:


